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1. Indique cuál de las siguientes afirmaciones es INCORRECTA, en relación con lo 
dispuesto en el artículo 94.1 de la Constitución Española: 

a) La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o 

convenios requerirá la previa autorización de las Cortes Generales si dichos 

tratados tienen carácter político. 
b) La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o 

convenios requerirá la previa autorización de las Cortes Generales si dichos 

tratados o convenios tienen carácter militar. 
c) La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o 

convenios requerirá la previa autorización de las Cortes Generales si así lo exige el 

interés general. 
d) La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o 

convenios requerirá la previa autorización de las Cortes Generales si dichos 

tratados o convenios implican obligaciones financieras para la Hacienda Pública. 
 

2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9.3 de la Constitución Española, la misma 
garantiza: 

a) El principio de igualdad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la 

irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de 

derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de 

la arbitrariedad de los poderes públicos. 

b) El principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la 

irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de 

derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de 

la arbitrariedad de los poderes públicos. 

c) El principio de legalidad, la igualdad, la jerarquía normativa, la publicidad de las 

normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o 

restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la 

interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 

d) El principio de legalidad, la eficacia, la jerarquía normativa, la irretroactividad de las 

disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, 

la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los 

poderes públicos. 

 

 

 

 



 
 

 

3. Indique cuál de los siguientes derechos no está reconocido como derecho 
fundamental en la Sección 1.ª del Capítulo segundo del Título I de la Constitución 
Española: 

a) El derecho a la protección de la salud. 

b) El derecho a la libertad y a la seguridad. 

c) El derecho a participar en los asuntos públicos. 

d) El derecho a la libertad de cátedra. 

 
4. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 56.3 de la Constitución Española, los 

actos del Rey: 

a) Gozan en todo caso de validez sin necesidad de refrendo. 

b) Estarán siempre refrendados en la forma establecida en el artículo 64 de la 

Constitución Española, careciendo de validez sin dicho refrendo, sin excepción 

alguna. 

c) Estarán siempre refrendados en la forma establecida en el artículo 64 de la 

Constitución Española, careciendo de validez sin dicho refrendo, excepto en el 

caso de nombramiento y relevo de los miembros civiles y militares de su Casa. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 
5. De acuerdo con el artículo ciento doce de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del 

Régimen Electoral General, el recurso contencioso electoral: 

a) Se interpone ante el Juzgado de lo Contencioso Administrativo correspondiente 

dentro de los tres días siguientes al acto de proclamación de electos. 

b) Se interpone ante la Junta Electoral correspondiente dentro de los tres días 

siguientes al acto de proclamación de electos. 

c) Se interpone ante el Juzgado de lo Contencioso Administrativo correspondiente 

dentro de los cuatro días siguientes al acto de proclamación de electos. 

d) Se interpone ante la Junta Electoral correspondiente dentro de los cinco días 

siguientes al acto de proclamación de electos. 

 
 
 
 
 



 
 

6. Indique cuál de las siguientes afirmaciones es correcta, en relación con lo dispuesto 
en el artículo 92.1 de la Constitución Española: 

a) Podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos los ciudadanos únicamente 

las decisiones que afecten a los derechos fundamentales y libertades públicas 

establecidos en la Sección 1.ª del Capítulo segundo del Título I de la Constitución 

Española. 

b) Podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos los ciudadanos únicamente 

las decisiones que afecten a los derechos, deberes y libertades recogidos en el 

Título I de la Constitución Española. 

c) Podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos los ciudadanos las 

decisiones políticas de especial trascendencia. 

d) Podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos los ciudadanos únicamente 

las decisiones que afecten a la integridad territorial del Estado. 

 

7. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 12 bis de la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de 
junio, de Partidos Políticos, la declaración judicial de extinción de un partido político 
surtirá efectos: 

a) Desde el momento en que se realice la citada declaración judicial. 

b) Desde el día en que se publique la citada declaración judicial en el Boletín Oficial 

del Estado. 

c) Desde su anotación en el Registro de Partidos Políticos. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

8. Indique cuál de las siguientes afirmaciones es correcta, en relación con lo 
establecido en el artículo 86.1 de la Constitución Española: 

a) Los Decretos-leyes pueden regular cualquier materia. 

b) Las únicas materias que no pueden regular los Decretos-leyes son los derechos 

fundamentales y libertades públicas establecidos en la Sección 1ª del Capítulo 

segundo del Título I de la Constitución Española, y el régimen de las Comunidades 

Autónomas. 

c) Los Decretos-leyes no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas 

del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el 

Título I, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 
 



 
 

 
9. Según lo dispuesto en el artículo 73.2 de la Constitución Española, las Cámaras 

podrán reunirse en sesiones extraordinarias: 

a) A petición del Presidente de cada una de las Cámaras o de la mayoría absoluta de 

los miembros de cualquiera de ellas. 

b) A petición del Gobierno, de la Diputación Permanente o de la mayoría simple de los 

miembros de cualquiera de las Cámaras. 

c) A petición del Presidente del Gobierno o de la mayoría absoluta de los miembros de 

cualquiera de las Cámaras. 

d) A petición del Gobierno, de la Diputación Permanente o de la mayoría absoluta de 

los miembros de cualquiera de las Cámaras. 

 

10. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 113 de la Constitución Española, la 
moción de censura: 

a) Debe ser propuesta al menos por la mitad de los diputados y su aprobación 

requiere mayoría absoluta del Congreso de los Diputados. 

b) Debe ser propuesta al menos por una tercera parte de los diputados y su 

aprobación requiere mayoría simple del Congreso de los Diputados. 

c) Debe ser propuesta al menos por la décima parte de los diputados y su aprobación 

requiere mayoría absoluta del Congreso de los Diputados. 

d) Debe ser propuesta al menos por una quinta parte de los diputados y su aprobación 

requiere mayoría de tres quintos del Congreso de los Diputados. 

 
11. De acuerdo con lo establecido en el artículo 152.2 de la Constitución Española, una 

vez sancionados y promulgados los Estatutos de una Comunidad Autónoma: 

a) Solamente podrán ser modificados mediante los procedimientos en ellos 

establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en los censos 

correspondientes. 

b) Solamente podrán ser modificados por mayoría simple de la correspondiente 

Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma. 

c) Solamente podrán ser modificados por mayoría absoluta de la correspondiente 

Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

 



 
 

12. Indique cuál de las siguientes afirmaciones es correcta, en relación con lo 
establecido en la Constitución Española: 

a) Las materias no atribuidas expresamente al Estado por la Constitución Española 

corresponderán en todo caso a las Comunidades Autónomas, sin necesidad de 

preverlo en sus respectivos Estatutos. 

b) El Estado no podrá transferir o delegar, en ningún caso, en las Comunidades 

Autónomas facultades correspondientes a materias de titularidad estatal. 

c) El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para 

armonizar las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas 

únicamente en el caso de materias de competencia exclusiva del Estado. 
d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

13. De acuerdo con lo establecido en el artículo 160 de la Constitución Española, el 
Presidente del Tribunal Constitucional: 

a) Es nombrado entre sus miembros por el Presidente del Gobierno, a propuesta del 

Congreso de los Diputados y por un periodo de seis años. 

b) Es nombrado entre sus miembros por el Rey, a propuesta del mismo Tribunal en 

Pleno y por un periodo de tres años. 

c) Es nombrado entre sus miembros por el Rey, a propuesta del Gobierno y por un 

periodo de cinco años. 

d) Es nombrado entre sus miembros por el Rey, a propuesta del Congreso de los 

Diputados y por un periodo de cuatro años. 

 

14. De acuerdo con lo establecido en el artículo 162.1 de la Constitución Española, están 
legitimados para interponer el recurso de inconstitucionalidad: 

a) El Gobierno, el Defensor del Pueblo, 50 diputados y 50 senadores, los órganos 

colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su caso, las 

Asambleas de las mismas. 

b) El Presidente del Gobierno, el Tribunal Supremo, el Defensor del Pueblo, 50 

diputados y 50 senadores. 

c) El Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, 50 diputados y 50 senadores, 

los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su caso, 

las Asambleas de las mismas. 

d) El Presidente del Gobierno, el Tribunal Supremo, 50 diputados y 50 senadores, los 

órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su caso, las 

Asambleas de las mismas. 



 
 

 

15. Indique cuál de las siguientes afirmaciones es correcta, en relación con lo dispuesto 
en el artículo cincuenta y nueve de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del 
Tribunal Constitucional: 

a) Los conflictos constitucionales pueden oponer a dos o más Comunidades 

Autónomas entre sí. 

b) Los conflictos constitucionales pueden oponer a dos o más Entidades locales entre 

sí. 

c) Los conflictos constitucionales pueden oponer al Gobierno únicamente con el 

Congreso de los Diputados o el Tribunal Supremo; o a cualquiera de estos órganos 

constitucionales entre sí. 

d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 

 

16. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 122.3 de la Constitución Española, el 
Consejo General del Poder Judicial estará integrado por: 

a) El Presidente del Tribunal Constitucional, que lo presidirá, y por quince miembros 

nombrados por el Rey por un periodo de cuatro años. 

b) El Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por quince miembros 

nombrados por el Presidente del Gobierno por un periodo de seis años. 

c) El Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por veinte miembros 

nombrados por el Rey por un periodo de cinco años. 

d) El Presidente del Tribunal Constitucional, que lo presidirá, y por veinte miembros 

nombrados por el Rey por un periodo de tres años. 

 

17. De acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución Española y el 
artículo cuarenta y uno de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal 
Constitucional, serán susceptibles de amparo constitucional: 

a) Únicamente los derechos y libertades reconocidos en los artículos 14 a 29 de la 

Constitución Española. 

b) Únicamente los derechos y libertades reconocidos en los artículos 15 a 29 de la 

Constitución Española. 

c) Los derechos y libertades reconocidos en los artículos 14 a 29 de la Constitución 

Española, así como los principios rectores de la política social y económica. 

d) Los derechos y libertades reconocidos en los artículos 14 a 29 de la Constitución 

Española, así como la objeción de conciencia reconocida por el artículo 30.2 de la 

misma. 



 
 

 

 

18. Indique cuál de las siguientes afirmaciones es correcta, en relación con lo 
establecido en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea: 

a) Tanto los Reglamentos como las Directivas son obligatorios en todos sus elementos 

y siempre son directamente aplicables en cada Estado miembro, sin que sea 

necesaria, en ningún caso, su transposición. 

b) Tanto los Reglamentos como las Directivas son obligatorios en todos sus 

elementos, pero ambos exigen en todo caso su transposición en cada Estado 

miembro, y las Decisiones y Recomendaciones no son vinculantes. 

c) Los Reglamentos y las Decisiones son obligatorios en todos sus elementos, y las 

Directivas obligan en cuanto al resultado que deba conseguirse, dejando a las 

autoridades nacionales la elección de la forma y los medios. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 
 

19. El Consejo Europeo está compuesto por: 

a) Los Jefes de Estado o de Gobierno de cada uno de los Estados miembros, el 

Presidente del Consejo Europeo, el Presidente de la Comisión Europea y el 

Presidente del Parlamento Europeo. 

b) Los Jefes de Estado o de Gobierno de cada uno de los Estados miembros, el 

Presidente del Consejo Europeo y el Presidente del Parlamento Europeo. 

c) Los Jefes de Estado o de Gobierno de cada uno de los Estados miembros, el 

Presidente del Consejo Europeo y el Presidente de la Comisión Europea. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

 

20. Según lo establecido en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, será 
ciudadano de la Unión: 

a) Toda persona que resida en un Estado miembro. 

b) Toda persona que lleve residiendo en un Estado miembro al menos 5 años. 

c) Toda persona que ostente la nacionalidad de un Estado miembro. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

 

 



 
 

 

 

 

 

21. De acuerdo con lo establecido en el Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea, la ejecución del presupuesto comunitario corresponde a: 

a) La Comisión Europea, bajo su propia responsabilidad, en cooperación con los 

Estados miembros. 

b) El Consejo Europeo, bajo su propia responsabilidad, en cooperación con los 

Estados miembros 

c) El Parlamento Europeo, bajo su propia responsabilidad, en cooperación con los 

Estados miembros. 

d) Exclusivamente a los Estados miembros, bajo su propia responsabilidad. 

 

 

22. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 86 del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 
23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores: 

a) Los convenios colectivos tendrán en todo caso una duración de un año. 

b) Corresponde a las partes negociadoras establecer la duración de los convenios 

colectivos, sin que en ningún caso la misma pueda exceder de cuatro años, 

incluidas las prórrogas. 

c) Corresponde a las partes negociadoras establecer la duración de los convenios 

colectivos y, salvo pacto en contrario, se prorrogarán de año en año si no mediara 

denuncia expresa de las partes. 

d) Corresponde a las partes negociadoras establecer la duración de los convenios 

colectivos, no siendo la misma en ningún caso prorrogable. 

 

 

23. De acuerdo con lo establecido en el artículo 11.1 del Real Decreto Legislativo 2/2015, 
de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, la duración del contrato de trabajo en prácticas: 

a) No podrá ser inferior a un mes ni exceder de un año. 

b) No podrá ser inferior a seis meses ni exceder de dos años. 

c) No tiene duración mínima y su duración máxima es de dos años. 

d) No podrá ser inferior a un año ni exceder de tres años. 



 
 

 

 

24. De acuerdo con el artículo 66.1 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, el 
Instituto de Mayores y Servicios Sociales es: 

a) Una entidad gestora de la Seguridad Social. 

b) Un servicio común de la Seguridad Social. 

c) Una entidad colaboradora de la Seguridad Social. 

d) Un Organismo Autónomo. 

 
25. El artículo 103 de la Constitución Española establece que: 

a) La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de 

acuerdo con los principios de eficiencia, jerarquía, delegación, desconcentración y 

coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. 

b) La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de 

acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, 

desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. 

c) La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de 

acuerdo con los principios de legalidad, eficacia, jerarquía, delegación y 

coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. 

d) La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de 

acuerdo con los principios de eficiencia, jerarquía, descentralización, 

desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. 

 
 

26. Según el artículo 129 de la Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo, de la Administración 
de la Comunidad Foral de Navarra y del Sector Público Institucional Foral, los 
principios de buena regulación son:  

a) Los principios de necesidad y eficacia, de protección de los derechos esenciales, de 

seguridad jurídica, de simplicidad y eficiencia. 

b) Los principios de necesidad, de jerarquía normativa, de transparencia y de 

accesibilidad. 

c) Los principios de necesidad, de publicidad, de seguridad jurídica y de simplicidad y 

eficiencia. 

d) Los principios de necesidad y eficacia, de proporcionalidad, de seguridad jurídica, 

de transparencia, de simplicidad y eficiencia y de accesibilidad. 

 



 
 

 

 

27. Según el artículo 2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, tienen la consideración de Administraciones Públicas: 

a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades 

Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local y el sector público 

institucional. 

b) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades 

Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así como los 

organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de 

las Administraciones Públicas anteriores. 

c) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades 

Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, los organismos 

públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las 

Administraciones Públicas anteriores y las Universidades Públicas. 

d) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades 

Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, el sector público 

institucional y las Universidades Públicas. 

 

 

28. Según el artículo 5 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público: 

a) La creación de los órganos administrativos corresponde a la Asamblea Legislativa 

de cada Comunidad Autónoma mediante la delimitación del ámbito competencial de 

sus unidades administrativas. 

b) La creación de cualquier órgano administrativo exigirá, al menos, la determinación 

de su forma de integración en la Administración Pública de que se trate y su 

dependencia jerárquica, la delimitación de sus funciones y competencias y la 

dotación de los créditos necesarios para su puesta en marcha y funcionamiento. 

c) Para la creación de un nuevo órgano sólo se requiere la previa comprobación de 

que no existe otro en la misma Administración Pública que desarrolle igual función 

sobre el mismo territorio y población. 

d) Para la creación de un nuevo órgano procede, al mismo tiempo, suprimir o restringir 

debidamente la competencia de otros órganos administrativos. 

 

 

 



 
 

 

29. Señale cuál de las siguientes afirmaciones es INCORRECTA: según el artículo 2 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, forman parte del sector público institucional:  

a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o 

dependientes de las Administraciones Públicas.  

b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las 

Administraciones Públicas, que quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de 

esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, y en todo caso, cuando 

ejerzan potestades administrativas.  

c) Las Corporaciones de Derecho Público, que se regirán por su normativa específica 

en el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas por Ley o 

delegadas por una Administración Pública, y supletoriamente por la presente Ley. 

d) Las Universidades públicas, que se regirán por su normativa específica y 

supletoriamente por las previsiones de esta Ley. 

 

 

30. Según el artículo 5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en la actuación de los 
interesados ante las Administraciones Públicas por medio de representante deberá 
acreditarse la representación:  

a) Para formular solicitudes, obtener información acerca de los requisitos jurídicos y 

técnicos de las actuaciones que se propongan realizar, interponer recursos, desistir 

de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona.  

b) Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, 

interponer recursos, desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra 

persona. 

c) Para los actos y gestiones de mero trámite. 

d) Para formular solicitudes, presentar alegaciones, interponer recursos, desistir de 

acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona.  

 

 

 

 

 

 

 



 
 

31. Según el artículo 28 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en cuanto a los datos o 
documentos que hayan sido aportados anteriormente por el interesado a cualquier 
Administración, el interesado en el procedimiento deberá indicar en qué momento y 
ante qué órgano administrativo presentó los citados documentos, debiendo las 
Administraciones Públicas:  

a) Recabar electrónicamente los datos o documentos del interesado, a través de sus 

redes corporativas o de una consulta a las plataformas de intermediación de datos 

u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto, salvo que conste en el 

procedimiento la oposición expresa del interesado o la ley especial aplicable 

requiera el consentimiento expreso del interesado. 

b) Recabar electrónicamente los datos o documentos del interesado, a través de sus 

redes corporativas o de una consulta a las plataformas de intermediación de datos 

u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto, previo consentimiento expreso 

del interesado en todo caso.  

c) Recabar electrónicamente los datos o documentos del interesado, a través de sus 

redes corporativas o de una consulta a las plataformas de intermediación de datos 

u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto, únicamente cuando la ley 

específica del procedimiento lo autorice expresamente. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

 

32. Señale cuál de las siguientes afirmaciones es INCORRECTA: según el artículo 16 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, los documentos que los interesados dirijan a los 
órganos de las Administraciones Públicas podrán presentarse:  

a) En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así 

como en los restantes registros electrónicos de cualquiera de los sujetos del sector 

público.  

b) En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca.  

c) En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de cualquier Estado.  

d) En las oficinas de asistencia en materia de registros.  

 

 

 

 

 



 
 

 

33. Señale cuál de las siguientes afirmaciones es INCORRECTA, en relación con la 
regulación de la caducidad prevista en el artículo 95 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 

a) Consumido el plazo establecido al efecto sin que el particular requerido realice las 

actividades necesarias para reanudar la tramitación del procedimiento, la 

Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al 

interesado.  

b) La caducidad producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o 

de la Administración.  

c) Los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción.  

d) En los casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no 

haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y trámites 

cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido la caducidad. 

 

 

34. Señale cuál de las siguientes afirmaciones es INCORRECTA, en relación con la 
regulación del silencio administrativo en los procedimientos iniciados a solicitud de 
interesado prevista en el artículo 24 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 

a) La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración 

de acto administrativo finalizador del procedimiento.  

b) La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir a los 

interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo 

que resulte procedente. 

c) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa 

posterior a la producción del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del 

mismo.  

d) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa 

posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración en el sentido 

del silencio.  

 

 

 

 

 



 
 

35. Señale la respuesta INCORRECTA: según el artículo 35 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 
serán motivados con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho: 

a) Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o 

actos administrativos, recursos administrativos y procedimientos de arbitraje y los 

que declaren su inadmisión. 

b) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del 

dictamen de órganos consultivos.  
c) Los actos que estimen las pruebas propuestas por los interesados.  

d) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos. 

 

36. Según el artículo 40.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y a los solos efectos de 
entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de 
los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuanto menos:  

a) El texto íntegro de la resolución. 

b) El texto íntegro de la resolución, así como el intento de notificación debidamente 

acreditado. 

c) El texto íntegro de la resolución, con indicación de si pone fin o no a la vía 

administrativa. 

d) El texto íntegro de la resolución, con indicación de si pone fin o no a la vía 

administrativa, la expresión de los recursos que procedan, el órgano ante el que 

hubieran de presentarse y el plazo para interponerlos.  

 

37. Señale cuál de las siguientes afirmaciones es INCORRECTA, en relación con la 
regulación de la abstención y recusación establecida en los artículos 23 y 24 de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público: 

a) Contra las resoluciones adoptadas en materia de recusación cabe interponer 

recurso administrativo. 

b) Podrá promoverse la recusación por los interesados en cualquier momento de la 

tramitación del procedimiento. 

c) La actuación de autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas 

en los que concurran motivos de abstención no implicará, necesariamente, y en 

todo caso, la invalidez de los actos en que hayan intervenido. 

d) La no abstención en los casos en los que concurra alguna de las circunstancias 

dará lugar a la responsabilidad que proceda.  



 
 

 

38. Según el artículo 69.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la declaración responsable 
suscrita por un interesado estará completa cuando contenga las siguientes 
manifestaciones:  

a) Que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para obtener el 

reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la 

documentación que así lo acredita y que la pondrá a disposición de la 

Administración cuando le sea requerida. 

b) Que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para obtener el 

reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio y que pondrá a 

disposición de la Administración la documentación acreditativa cuando le sea 

requerida. 

c) Que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para obtener el 

reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio y que se compromete a 

mantener su cumplimiento durante el período de tiempo inherente a dicho 

reconocimiento o ejercicio. 

d) Que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para obtener el 

reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la 

documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de la Administración 

cuando le sea requerida, y que se compromete a mantener el cumplimiento de las 

anteriores obligaciones durante el período de tiempo inherente a dicho 

reconocimiento o ejercicio. 

 

39. Según el artículo 74 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 

a) Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento suspenderán la 

tramitación del mismo, salvo la recusación. 

b) Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento, incluso las que se 

refieren a la nulidad de las actuaciones, no suspenderán la tramitación del mismo, 

salvo la recusación.  

c) Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento no suspenderán la 

tramitación del mismo, salvo la recusación y las que se refieren a la nulidad de las 

actuaciones.   

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 



 
 

40. Según el artículo 84 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la terminación del 
procedimiento se produce por:  

a) La resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la solicitud, 

cuando tal renuncia no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, la declaración 

de caducidad y la imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. 

b) La resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la solicitud y 

la prescripción. 

c) La resolución, el desistimiento, la declaración de caducidad y la imposibilidad 

material de continuarlo por las causas previstas en el acuerdo de iniciación. 

d) La resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la solicitud y 

la suspensión del procedimiento por un plazo superior a seis meses. 

 

41. Señale la respuesta INCORRECTA: según el artículo 98 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 
los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán 
inmediatamente ejecutivos, salvo que:  

a) Se produzca la suspensión de la ejecución del acto. 

b) Se necesite aprobación o autorización superior.  

c) Se trate de una resolución administrativa contra la que se haya interpuesto recurso 

en vía administrativa.     

d) Una disposición establezca lo contrario. 
 

42. Señale la respuesta INCORRECTA, en relación con la regulación de la nulidad y la 
anulabilidad en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas:  

a) Los actos nulos o anulables que contengan los elementos constitutivos de otro 

distinto producirán los efectos de éste. 

b) La nulidad o anulabilidad en parte del acto administrativo no implicará la de las 

partes del mismo independientes de aquélla, salvo que la parte viciada sea de tal 

importancia que sin ella el acto administrativo no hubiera sido dictado.  

c) La nulidad o anulabilidad de un acto implicará en todo caso la de los actos 

sucesivos del procedimiento administrativo. 

d) El órgano que declare la nulidad o anule las actuaciones dispondrá siempre la 

conservación de aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido 

igual de no haberse cometido la infracción. 



 
 

 

43. Señale cuál de las siguientes afirmaciones es INCORRECTA, en relación con la 
regulación del objeto y clases de los recursos administrativos, establecida en el 
artículo 112 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas: 

a) Los recursos de alzada y potestativo de reposición se podrán fundar en cualquiera 

de los motivos de nulidad o anulabilidad. 

b) Contra los actos administrativos no cabrá recurso administrativo alguno que se 

funde únicamente en la nulidad de alguna disposición administrativa de carácter 

general. 

c) Contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recurso en 

vía administrativa. 

d) Los recursos de alzada y potestativo de reposición podrán interponerse contra las 

resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o 

indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el 

procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses 

legítimos. 

 

 

44. Según la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, los recursos contencioso-administrativos que se deduzcan frente a 
los actos administrativos de la Administración de las Comunidades Autónomas que 
tengan por objeto las cuestiones de personal referidas al nacimiento o extinción de 
la relación de servicio de los funcionarios públicos se conocerán: 

a) Por los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo. 

b) Por las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de 

Justicia. 

c) Por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo. 

d) Por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional. 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

45. Señale cuál de las siguientes afirmaciones es INCORRECTA, según los artículos 72 y 
73 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, en relación a la sentencia: 

a) La anulación de una disposición o acto producirá efectos únicamente para las 

personas que hayan interpuesto el recurso Contencioso-Administrativo. 

b) Las sentencias firmes que anulen una disposición general tendrán efectos 

generales desde el día en que sea publicado su fallo y preceptos anulados en el 

mismo periódico oficial en que lo hubiera sido la disposición anulada.  

c) Se publicarán las sentencias firmes que anulen un acto administrativo que afecte a 

una pluralidad indeterminada de personas. 

d) Las sentencias firmes que anulen un precepto de una disposición general no 

afectarán por sí mismas a la eficacia de las sentencias o actos administrativos 

firmes que lo hayan aplicado antes de que la anulación alcanzara efectos 

generales, salvo en el caso de que la anulación del precepto supusiera la exclusión 

o la reducción de las sanciones aún no ejecutadas completamente. 

 

 

46. Señale la respuesta INCORRECTA: 

a) La actividad administrativa de limitación se manifiesta en las autorizaciones. 

b) La actividad administrativa de limitación se manifiesta en las licencias. 

c) La actividad administrativa de limitación se manifiesta en las inspecciones. 

d) La actividad administrativa de limitación se manifiesta en los conciertos. 

 

 

47. Según el artículo 90 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la resolución que pone fin 
al procedimiento sancionador será ejecutiva:  

a) En la fecha en que se adopte la resolución. 

b) Cuando se notifique al sancionado. 

c) Cuando no quepa contra ella ningún recurso ordinario en vía administrativa. 

d) Es inmediatamente ejecutiva.  

 

 

 

 



 
 

48. Señale la respuesta INCORRECTA: según el artículo 25 de la Ley 8/2006, de 20 de 
junio, de Seguridad Pública de Navarra, son funciones propias de la Policía Foral de 
Navarra:  

a) Las de policía de seguridad ciudadana que comprenden la protección de 

autoridades de la Comunidad Foral, la vigilancia y custodia de los edificios 

institucionales de la Comunidad Foral y la protección de manifestaciones y grandes 

concentraciones humanas, así como la intervención para el restablecimiento del 

orden, la protección de personas y bienes y la seguridad ciudadana.  

b) Las de policía administrativa.  

c) Las de policía judicial.  

d) Las de policía de tráfico urbano, incluida la instrucción de atestados. 
 

 

49. Según el artículo diecisiete de la Ley de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación 
Forzosa, el obligado a formular una relación concreta e individualizada, en la que se 
describan, en todos los aspectos, material y jurídico, los bienes o derechos que 
considere de necesaria expropiación es: 

a) El propietario de los bienes a expropiar. 

b) El Jurado Provincial de Expropiación. 

c) El Jurado Autonómico de Expropiación. 

d) El beneficiario de la expropiación. 

 

 

50. Señale la respuesta INCORRECTA, en relación con la regulación de las sociedades 
públicas prevista en la Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo, de la Administración de la 
Comunidad Foral de Navarra y del Sector Público Institucional Foral y en la Ley Foral 
14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra:   

a) Las sociedades públicas están bajo la tutela del Departamento competente. 

b) La creación de sociedades públicas requerirá autorización del Gobierno de Navarra, 

a propuesta del Departamento competente en materia de patrimonio y previo 

informe del Departamento interesado. 

c) Las sociedades públicas se rigen exclusivamente por el ordenamiento jurídico 

privado. 

d) En ningún caso las sociedades públicas podrán disponer de facultades que 

impliquen ejercicio de autoridad pública. 
 



 
 

51. Según la Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo, de la Administración de la Comunidad 
Foral de Navarra y del Sector Público Institucional Foral, en la tramitación de los 
procedimientos de responsabilidad patrimonial: 

a) Es preceptiva la solicitud de informe a la unidad orgánica cuyo funcionamiento haya 

podido generar la lesión. 

b) Es potestativa la solicitud de informe a la unidad orgánica cuyo funcionamiento 

haya podido generar la lesión. 

c) Es preceptiva la solicitud de informe a la unidad orgánica cuyo funcionamiento haya 

podido generar la lesión exclusivamente en los casos en que tal funcionamiento 

puede presumirse anormal. 

d) Es potestativa la solicitud de informe a la unidad orgánica cuyo funcionamiento 

haya podido generar la lesión salvo en los casos en que se presuma que la lesión 

se ha ocasionado a consecuencia de una actuación dolosa por parte del personal. 

 

52. Según la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales 
y garantía de los derechos digitales, con carácter general, el tratamiento de los datos 
personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su consentimiento 
cuando sea mayor de: 

a) 13 años. 

b) 14 años. 

c) 15 años. 

d) 16 años. 

 

53. Según el artículo 55 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, son órganos superiores de la Administración General del Estado: 

a) Los Secretarios de Estado y los Secretarios Generales. 

b) Los Ministros y los Secretarios Generales. 

c) Los Secretarios de Estado y los Subsecretarios de Estado. 

d) Los Ministros y los Secretarios de Estado. 

 

 

 



 
 

54. Según el artículo 151 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, los Acuerdos de Conferencia Sectorial: 

a) Suponen un compromiso de actuación en el ejercicio de las respectivas 

competencias y son de obligado cumplimiento y directamente exigibles de acuerdo 

con lo previsto en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-administrativa, salvo para quienes hayan votado en contra mientras no 

decidan suscribirlos con posterioridad.  

b) Suponen un compromiso de actuación en el ejercicio de las respectivas 

competencias y son de obligado cumplimiento y directamente exigibles de acuerdo 

con lo previsto en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-administrativa, sin excepciones.  

c) Suponen un compromiso de actuación en el ejercicio de las respectivas 

competencias pero no son de obligado cumplimiento ni directamente exigibles. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

55. Según la Ley Paccionada de 16 de agosto de 1841: 

a) Habrá una Diputación provincial, que se compondrá de cinco individuos nombrados 

por las cinco merindades, esto es, uno por las tres de menor población, y otro por 

las de Pamplona y Estella, que la tienen mayor, pudiendo hacerse en esto la 

variación consiguiente si se alterasen los partidos judiciales de la provincia. 

b) Habrá una Diputación provincial, que se compondrá de siete individuos nombrados 

por las cinco merindades, esto es, dos por cada una de las tres de menor 

población, y uno por la de Pamplona, que la tiene mayor, pudiendo hacerse en esto 

la variación consiguiente si se alterasen los partidos judiciales de la provincia. 

c) Habrá una Diputación provincial, que se compondrá de siete individuos nombrados 

por las cinco merindades, esto es, uno por cada una de las tres de menor 

población, y dos por las de Pamplona y Estella, que la tienen mayor, pudiendo 

hacerse en esto la variación consiguiente si se alterasen los partidos judiciales de 

la provincia. 

d) Habrá una Diputación provincial, que se compondrá de siete individuos nombrados 

por las cinco merindades, esto es, uno por cada una de las tres de menor 

población, y otro por las de Pamplona, Estella, Tudela y Tafalla, que la tienen 

mayor, pudiendo hacerse en esto la variación consiguiente si se alterasen los 

partidos judiciales de la provincia. 

 



 
 

 

56. Según el artículo 2 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y 
Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra: 

a) Los derechos originarios e históricos de la Comunidad Foral de Navarra serán 

respetados y amparados por los poderes públicos con arreglo a la Ley de 

veinticinco de octubre de mil ochocientos treinta y nueve, a la Ley Paccionada de 

dieciséis de agosto de mil ochocientos cuarenta y uno y disposiciones 

complementarias, a la presente Ley Orgánica y a la Constitución, de conformidad 

con lo previsto en el párrafo primero de su Disposición adicional primera, aunque 

ello afecte a competencias centrales relativas a la unidad constitucional. 

b) Los derechos originarios e históricos de la Comunidad Foral de Navarra serán 

respetados y amparados por los poderes públicos con arreglo a la Ley de 

veinticinco de octubre de mil ochocientos treinta y nueve, a la Ley Paccionada de 

dieciséis de agosto de mil ochocientos cuarenta y uno y disposiciones 

complementarias, a la presente Ley Orgánica y a la Constitución, de conformidad 

con lo previsto en el párrafo primero de su Disposición adicional primera; no 

pudiendo afectar las Instituciones, facultades y competencias del Estado inherentes 

a la unidad constitucional. 

c) Los derechos originarios e históricos de la Comunidad Foral de Navarra serán 

respetados y amparados por los poderes públicos con arreglo a la Ley de 

veinticinco de octubre de mil ochocientos treinta y siete, a la Ley Paccionada de 

dieciséis de agosto de mil ochocientos cuarenta y uno y disposiciones 

complementarias, a la presente Ley Orgánica y a la Constitución, de conformidad 

con lo previsto en el párrafo primero de su Disposición adicional primera, aunque 

ello afecte a competencias centrales relativas a la unidad constitucional. 

d) Los derechos originarios e históricos de la Comunidad Foral de Navarra serán 

respetados y amparados por los poderes públicos con arreglo a la Ley de 

veinticinco de octubre de mil ochocientos treinta y siete, a la Ley Paccionada de 

dieciséis de agosto de mil ochocientos cuarenta y uno y disposiciones 

complementarias, a la presente Ley Orgánica y a la Constitución, de conformidad 

con lo previsto en el párrafo primero de su Disposición adicional primera; no 

pudiendo afectar las Instituciones, facultades y competencias del Estado inherentes 

a la unidad constitucional. 

 

 

 



 
 

 

57. Según dispone el Texto Refundido del Reglamento del Parlamento de Navarra: ¿cuál 
de las siguientes funciones corresponde a la Mesa del Parlamento de Navarra? 

a) Aprobar el Proyecto de Presupuesto del Parlamento de Navarra. 

b) Aprobar las Cuentas Generales del Parlamento de Navarra. 

c) Formular declaraciones políticas. 

d) Ninguna de las anteriores funciones corresponde a la Mesa del Parlamento de 

Navarra. 

 

 

58. La iniciativa legislativa, en lo que respecta a los suplementos de crédito, 
corresponde en virtud de lo dispuesto en el Texto Refundido del Reglamento del 
Parlamento de Navarra: 

a) Al Gobierno de Navarra con carácter exclusivo. 

b) A los Grupos Parlamentarios con carácter exclusivo. 

c) A los ciudadanos a través de la Iniciativa Legislativa Popular con carácter exclusivo. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

 

59. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 
de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, en 
relación con la Administración de Justicia: ¿corresponde a Navarra participar en la 
delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales que 
ejerzan sus funciones en Navarra y en la localización de su capitalidad? 

a) Sí, en cualquier caso. 

b) Sí, con excepción de la Jurisdicción Militar. 

c) No, en ningún caso. 

d) No, salvo en relación con la Jurisdicción Militar. 

 

 

 

 



 
 

60. Según lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley Foral 19/1984, de 20 de diciembre, de la 
Cámara de Comptos de Navarra: ¿puede la Cámara de Comptos instruir 
procedimientos jurisdiccionales y enjuiciar responsabilidades contables en que 
incurran quienes tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos públicos de la 
Comunidad Foral de Navarra? 

a) Sí, por delegación del Tribunal de Cuentas. 

b) Sí, es competencia exclusiva de la misma. 

c) No. 

d) No, salvo que así se lo encomiende el Gobierno de Navarra a instancias del 

Parlamento de Navarra. 

 

61. Según la Ley 2 de la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra, la prelación de 
fuentes en Navarra es la siguiente: 

a) La costumbre establecida por la realidad social navarra; Las leyes de la 

Compilación y las Leyes civiles navarras; Los principios generales del Derecho 

navarro; El derecho supletorio. 

b) La costumbre establecida por la realidad social navarra; Las leyes de la 

Compilación y las Leyes civiles navarras; Los principios generales del Derecho 

navarro. 

c) La costumbre establecida por la realidad social navarra; Las leyes de la 

Compilación; Los principios generales del Derecho navarro; La jurisprudencia. 

d) Únicamente la costumbre establecida por la realidad social navarra y las Leyes 

civiles navarras. 

 

62. La Ley Foral 18/1986, de 15 de diciembre, del Euskera, prevé expresamente que la 
valoración como mérito del euskera en las convocatorias de ingreso a plazas de las 
Administraciones Públicas de Navarra sea: 

a) Potestativa en Zona vascófona. 

b) Preceptiva en Zona mixta. 

c) Potestativa en Zona no vascófona. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

 

 



 
 

 

63. Según lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley Foral 14/2004, de 3 de diciembre, del 
Gobierno de Navarra y de su Presidenta o Presidente, la Presidenta o Presidente del 
Gobierno de Navarra y las Consejeras o Consejeros responden: 

a) Solidariamente ante el Parlamento de Navarra de su gestión política, sin perjuicio 

de la responsabilidad directa de las y los mismos en su gestión. 

b) Mancomunadamente ante el Parlamento de Navarra de su gestión política, sin 

perjuicio de la responsabilidad directa de las y los mismos en su gestión. 

c) Solidariamente ante el Tribunal Superior de Justicia de Navarra de su gestión 

política, sin perjuicio de la responsabilidad directa de las y los mismos en su 

gestión. 

d) Mancomunadamente ante el Tribunal Superior de Justicia de Navarra de su gestión 

política, sin perjuicio de la responsabilidad directa de las y los mismos en su 

gestión. 

 

64. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley Foral 14/2004, de 3 de 
diciembre, del Gobierno de Navarra y de su Presidenta o Presidente, la Presidenta o 
Presidente del Gobierno de Navarra: 

a) Debe nombrar a una o a uno, o a varias o varios de las Consejeras o Consejeros 

del Gobierno como Vicepresidenta o Vicepresidente, o Vicepresidentas o 

Vicepresidentes del mismo. 

b) Debe nombrar a una o a uno, o a varias o varios de los altos cargos del Gobierno 

como Vicepresidenta o Vicepresidente, o Vicepresidentas o Vicepresidentes del 

mismo. 

c) Puede nombrar a una o a uno, o a varias o varios de las Consejeras o Consejeros 

del Gobierno como Vicepresidenta o Vicepresidente, o Vicepresidentas o 

Vicepresidentes del mismo. 

d) Puede nombrar a una o a uno, o a varias o varios de los altos cargos del Gobierno 

como Vicepresidenta o Vicepresidente, o Vicepresidentas o Vicepresidentes del 

mismo. 

 

 

 

 



 
 

 

65. De conformidad con el artículo 3 de la Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo, de la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra y del Sector Público Institucional 
Foral, la Administración de la Comunidad Foral de Navarra actúa con: 

a) Personalidad jurídica única para el cumplimiento de sus fines. 

b) Personalidad jurídica plena para el cumplimiento de sus fines. 

c) Personalidad jurídica concurrente para el cumplimiento de sus fines. 

d) Personalidad jurídica compartida para el cumplimiento de sus fines. 

 

 

66. Según el artículo 37 de la Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo, de la Administración de 
la Comunidad Foral de Navarra y del Sector Público Institucional Foral, las 
Secciones: 

a) Pueden depender exclusivamente de un Servicio o de una Secretaría General 

Técnica. 

b) Pueden depender exclusivamente de un Servicio, una Secretaría General Técnica o 

de un Negociado. 

c) Pueden depender exclusivamente de un Servicio, de una Secretaría General 

Técnica o de una Dirección General. 

d) Pueden depender exclusivamente de un Servicio, de una Secretaría General 

Técnica, de una Dirección General o de la persona titular de un Departamento. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

67. ¿Cuál de las siguientes afirmaciones es INCORRECTA, en relación con la regulación 
contenida en el artículo 77 de la Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo, de la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra y del Sector Público Institucional 
Foral, sobre el Registro General Electrónico de la Administración Pública Foral? 

a) Los Organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración de la 

Comunidad Foral de Navarra, podrán disponer de su propio registro electrónico 

plenamente interoperable e interconectado con el Registro General Electrónico de 

la Administración Pública Foral. 

b) En las sedes electrónicas de acceso a estos registros electrónicos constarán los 

días que sean naturales a efectos de cómputo de plazos en la tramitación 

electrónica, y los trámites que pueden iniciarse en los mismos. 

c) Las aplicaciones o sistemas de información que proporcionen soporte a los 

registros electrónicos deberán permitir la interoperabilidad con los sistemas de 

gestión de expedientes de las unidades de tramitación. 

d) La Administración Pública Foral dispondrá de un Registro General Electrónico, en el 

que quedará constancia de todo documento que sea presentado o que se reciba en 

cualquier órgano administrativo, organismo público o entidad vinculado o 

dependiente a estos. También se anotará en el mismo la salida de los documentos 

oficiales. 

 

68. Según lo dispuesto en el artículo 90 de la Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo, de la 
Administración de la Comunidad Foral de Navarra y del Sector Público Institucional 
Foral, en atención a su objeto, a las personas intervinientes y, en su caso, a su 
financiación, los convenios se aprobarán por: 

a) Acuerdo del Gobierno de Navarra a propuesta de la persona titular del 

Departamento competente por razón de la materia, correspondiendo su firma a la 

Presidenta o Presidente del Gobierno de Navarra o al proponente. 

b) Orden Foral de la persona titular del Departamento competente por razón de la 

materia. 

c) Resolución de las personas que, de conformidad con las estructuras orgánicas, 

tienen capacidad resolutoria. 

d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 

 

 

 



 
 

69. Indique cuál de las siguientes respuestas es INCORRECTA, en relación con el 
derecho a la protección de la buena fe y la confianza legítima recogido en el artículo 
105 de la Ley Foral 11/2019, de 11 de marzo, de la Administración de la Comunidad 
Foral de Navarra y del Sector Público Institucional Foral: 

a) La Administración Pública Foral protegerá en todo momento la buena fe que las 

personas hayan depositado en la misma y en el comportamiento normal y ordinario 

que hasta entonces haya seguido. 

b) El principio de confianza legítima prevalece sobre el principio de legalidad en la 

actuación de las Administraciones Públicas.  

c) En todo caso, el ejercicio de este derecho no podrá conducir a resultados contrarios 

al ordenamiento jurídico. 

d) La Administración Pública Foral protegerá en todo momento la confianza legítima 

que las personas hayan depositado en la misma y en el comportamiento normal y 

ordinario que hasta entonces haya seguido. 

 

70. Según dispone el artículo 63 de la Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, el Consejo de 
Transparencia de Navarra: 

a) Es un órgano independiente destinado a promover la transparencia en la 

Comunidad Foral de Navarra, velar por el cumplimiento de las obligaciones de 

publicidad activa y garantizar el derecho de acceso a la información pública. 

b) Es un órgano que estará adscrito orgánica y funcionalmente al Departamento de 

Presidencia, Igualdad, Función Pública e Interior.  

c) Es un órgano que actuará con dependencia del Parlamento de Navarra. 

d) Está compuesto por cinco miembros del Parlamento de Navarra, un o una 

representante del Consejo de Navarra, tres representantes de las entidades locales 

de Navarra, un o una representante de la Cámara de Comptos, un o una 

representante del Defensor del Pueblo de Navarra y un o una representante de la 

Universidad Pública de Navarra. 

 

 

 

 



 
 

71. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley Foral 17/2019, de 4 de 
abril, de igualdad entre mujeres y hombres, el Instituto Navarro para la Igualdad/ 
Nafarroako Berdintasunerako Institutua: 

a) Es un organismo público con rango de Servicio y con funciones exclusivamente en 

materia de igualdad de género. 

b) Es un organismo autónomo con rango de Dirección General y con funciones 

exclusivamente en materia de igualdad de género. 

c) Es un Servicio adscrito al Departamento de Presidencia, Igualdad, Función Pública 

e Interior y con funciones exclusivamente en materia de igualdad de género. 

d) Es una Entidad Pública Empresarial con rango de Dirección General y con 

funciones exclusivamente en materia de igualdad de género. 

 

72. Según lo dispuesto en la Ley Foral 12/2018, de 14 de junio, de Accesibilidad 
Universal, el informe sobre el impacto por razón de accesibilidad y discapacidad de 
las medidas que se establezcan, se incluirá: 

a) Con carácter facultativo en los proyectos de leyes forales y de disposiciones 

reglamentarias. 

b) Con carácter facultativo exclusivamente en las disposiciones reglamentarias. 

c) Con carácter preceptivo en los proyectos de leyes forales y de disposiciones 

reglamentarias. 

d) Con carácter preceptivo exclusivamente en las disposiciones reglamentarias. 

 

73. Según dispone el artículo 17 de la Ley Foral 8/2016, de 9 de junio, sobre el Consejo 
de Navarra, con carácter general el Consejo de Navarra deberá emitir los dictámenes 
que se le soliciten en el plazo de: 

a) Cuarenta y cinco días hábiles. 

b) Cuarenta y cinco días naturales. 

c) Treinta días hábiles. 

d) Treinta días naturales. 

 

 

 



 
 

74. De conformidad con lo previsto en los artículos 36 y 37 de la Ley Foral 4/2000, de 3 
de julio, del Defensor del Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra, el informe del 
Defensor del Pueblo de la Comunidad Foral de Navarra al Parlamento de Navarra: 

a) Será publicado en el Boletín Oficial de Navarra. 

b) Contendrá un anexo cuyo destinatario será el Parlamento, en el que se hará 

constar la liquidación del presupuesto de la Institución en el período que 

corresponda. 

c) Se presentará anualmente al Parlamento de Navarra en el periodo extraordinario de 

sesiones. 

d) Será expuesto oralmente por el Defensor del Pueblo de la Comunidad Foral de 

Navarra ante el Parlamento, sin que tras su exposición puedan intervenir los grupos 

parlamentarios para fijar su postura. 

 

75. De conformidad con el artículo 49.1.b) de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, 
de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, en materia de 
régimen estatutario de los funcionarios públicos de la Comunidad Foral, 
corresponde a Navarra, en virtud de su régimen foral: 

a) La competencia para la ejecución de la legislación del Estado en la materia. 

b) La competencia exclusiva salvo respecto de aquellas disposiciones declaradas de 

carácter básico por la normativa estatal. 

c) La competencia exclusiva, respetando todos los derechos y obligaciones que la 

legislación del Estado reconozca a los funcionarios públicos. 

d) La competencia exclusiva, respetando los derechos y obligaciones esenciales que 

la legislación básica del Estado reconozca a los funcionarios públicos. 

 
 

76. Según señala el artículo 54 de la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la que se 
aprueba el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra, se 
considerarán, en todo caso, como cargas no asumidas por la Comunidad Foral:  

a) Las relativas a la promoción y ayudas en materia de vivienda. 

b) Las relativas a las competencias sobre los centros especiales de empleo; sobre 

políticas de desarrollo del trabajo autónomo y economía social. 

c) Los intereses y cuotas de amortización de todas las deudas del Estado. 

d) Las relativas a los derechos pasivos del personal funcionario de los Montepíos de 

las Administraciones Públicas de Navarra. 

 



 
 

77. Según señala el artículo 103 de la Ley Foral 13/2007, de 4 de abril, de la Hacienda 
Pública de Navarra, en los supuestos en los que la función interventora fuera 
preceptiva y se hubiese omitido: 

a) La intervención delegada deberá formular un escrito de reparo suspensivo y el 

expediente será resuelto por el Gobierno de Navarra a propuesta del Departamento 

de Economía y Hacienda. 

b) Corresponderá a la intervención general conocer dicha omisión, siendo su 

resolución obligatoria para la intervención delegada. 

c) No se podrá reconocer la obligación, ni tramitar el pago, ni intervenir 

favorablemente el expediente correspondiente hasta que se conozca y resuelva 

dicha omisión.  

d) Deberá tramitarse un procedimiento de revisión de oficio del acto administrativo o 

declararlo lesivo para su posterior impugnación ante el orden jurisdiccional 

contencioso-administrativo. 

 

78. Según señala el artículo 45 de la Ley Foral 13/2007, de 4 de abril, de la Hacienda 
Pública de Navarra, las personas titulares de los Departamentos del Gobierno de 
Navarra podrán autorizar, en el ámbito de sus respectivos departamentos: 

a) Transferencias entre créditos del mismo capítulo económico, correspondientes a 

diferentes programas. 

b) Transferencias entre créditos de capítulo 1 de diferentes programas. 

c) Transferencias entre créditos del mismo programa. 
d) Ampliaciones de crédito entre partidas del Departamento.  

 

79. Según señala el artículo 64 de Ley Foral 13/2007, de 4 de abril, de la Hacienda 
Pública de Navarra, las operaciones de endeudamiento de la Comunidad Foral:  

a) Deberán ser autorizadas por el Gobierno de Navarra mediante Acuerdo de 

Gobierno y se someterán posteriormente a ratificación del Parlamento de Navarra. 

b) No podrán exceder del 20 por 100 de los ingresos corrientes de los presupuestos 

del ejercicio. 

c) No podrán consistir en operaciones con instrumentos financieros. 

d) Deberán ser autorizadas por Ley Foral. A tal efecto, la Ley Foral de Presupuestos 

Generales de Navarra establecerá el límite de endeudamiento de cada ejercicio 

presupuestario. 

 

 



 
 

80. El artículo 21 de la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria de 
Navarra, define al sujeto pasivo del siguiente modo: 

a) La persona física o jurídica que según la ley foral resulta obligada al cumplimiento 

de las prestaciones tributarias, sea como contribuyente, sustituto, retenedor u 

obligado a ingresar a cuenta. 

b) La persona física o jurídica que viene obligada a satisfacer determinadas 

cantidades en concepto de pago por deudas tributarias, asumiendo la obligación 

principal de efectuar su ingreso y las accesorias que se establezcan. 

c) La persona física o jurídica a quien la ley foral impone la carga tributaria derivada 

del hecho imponible. 

d) La persona física o jurídica en la que se da el presupuesto de naturaleza jurídica 

fijado por la ley y cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria. 

 

 

81. La Ley Foral 11/2005, de 9 de noviembre, de Subvenciones, establece que será 
necesario acuerdo del Gobierno de Navarra para autorizar: 

a) La concesión de subvenciones previstas nominativamente en la Ley Foral de 

Presupuestos Generales de Navarra. 

b) La concesión de subvenciones por importe superior a quinientos mil euros.  

c) La concesión de subvenciones de forma directa cuando la determinación del 

destinatario, en razón del objeto de la subvención, excluya la posibilidad de acceso 

de cualquier otro interesado. 

d) El procedimiento de concesión de concurrencia competitiva cuando la propuesta de 

concesión lleve aparejada el prorrateo entre los beneficiarios de la subvención del 

importe global máximo destinado a las subvenciones. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

82. Según la regulación contenida en la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos 
Públicos:  

a) Los entes instrumentales deberán preparar y adjudicar los contratos conforme a la 

Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos Públicos, estando su ejecución y 

resolución íntegramente sometida al derecho privado. 

b) Los entes instrumentales pueden ser aportados por la entidad de la que dependan 

con objeto de ser empleados en relaciones de cooperación establecidas en 

convenios de colaboración que celebren los poderes adjudicadores públicos, entre 

sí o con otras Administraciones, Organismos y Entidades Públicas. 

c) En los encargos a entes instrumentales, el importe de las prestaciones contratadas 

con terceros necesarias para llevar a cabo el objeto del encargo no podrá exceder, 

en ningún caso, del 50% del importe del mismo. 

d) Los entes instrumentales podrán participar en los procedimientos de adjudicación 

que convoque la entidad de la que dependen. 

 

 

83. Los procedimientos de licitación, regulados en Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de 
Contratos Públicos, que admiten negociación son los siguientes: 

a) Procedimiento negociado, procedimiento negociado sin convocatoria de licitación, 

diálogo competitivo y asociación para la innovación. 

b) Únicamente el procedimiento negociado y el procedimiento negociado sin 

convocatoria de licitación. 

c) Procedimiento negociado, procedimiento negociado sin convocatoria de licitación, 

diálogo competitivo y concurso de proyectos. 

d) Procedimiento negociado, procedimiento negociado sin convocatoria de licitación, 

diálogo competitivo y procedimiento simplificado. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

84. Según la regulación contenida en el artículo 124 de la Ley Foral 2/2018, de 13 de 
abril, de Contratos Públicos, si se interpone una reclamación especial en materia de 
contratación pública frente al acto de adjudicación de un contrato y, estando 
pendiente la resolución de la reclamación, se produce el vencimiento del contrato al 
que debiera suceder aquél cuya adjudicación se recurre:  

a) Se prorrogará automáticamente el contrato originario hasta que comience la 

ejecución del nuevo contrato sin modificar las restantes condiciones del contrato. 

b) Se podrá prorrogar el contrato originario hasta que comience la ejecución del nuevo 

contrato, siempre que la licitación objeto de impugnación se hubiere realizado con 

una antelación mínima de seis meses al vencimiento del contrato originario y se 

hubiese incluido esta previsión en los pliegos de la licitación.   

c) Si el interés público hace necesaria la continuidad de las prestaciones, se podrá 

prorrogar el contrato originario hasta que comience la ejecución del nuevo contrato, 

por un periodo máximo de seis meses, sin modificar las restantes condiciones del 

contrato. 

d) Se podrá recurrir al procedimiento negociado sin convocatoria de licitación, si bien 

los contratos adjudicados por este procedimiento excepcional no podrán tener una 

duración superior a seis meses.  

 

85. Según la regulación contenida en el artículo 139 de la Ley Foral 2/2018, de 13 de 
abril, de Contratos Públicos, mediante el expediente de tramitación anticipada: 

a) Podrán tramitarse expedientes de contratación cuya ejecución se realice en una o 

en varias anualidades; si bien la adjudicación del contrato deberá realizarse 

necesariamente en el ejercicio presupuestario en el que comience la ejecución de 

este.  
b) Podrán tramitarse expedientes de contratación, y llegar incluso a la adjudicación del 

contrato aun cuando su ejecución, ya se realice en una o en varias anualidades, 

deba iniciarse en el ejercicio siguiente.  

c) Podrán tramitarse expedientes de contratación, y llegar incluso a la adjudicación del 

contrato, si el poder adjudicador debe actuar de manera inmediata a causa de 

acontecimientos catastróficos, de situaciones que supongan grave peligro o de 

necesidades que afecten a la seguridad pública. 

d) Se tramitarán todos aquellos expedientes de contratación cuyo gasto esté 

cofinanciado con subvenciones a percibir en diferentes ejercicios. En este caso los 

pliegos deberán someter la adjudicación a la condición de existencia de crédito 

adecuado y suficiente para financiar las obligaciones derivadas del contrato. 

 



 
 

86. Según establece el artículo 57 de la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio 
de Navarra, la potestad de recuperación posesoria:  

a) Habilita a la Administración de la Comunidad Foral a recuperar en vía administrativa 

los bienes patrimoniales en el plazo de un año a contar desde el día siguiente a la 

usurpación. 

b) Habilita a la Administración de la Comunidad Foral a recuperar por sí misma, en 

cualquier momento, la posesión indebidamente perdida de los bienes y derechos 

patrimoniales. 

c) Será ejercida en todo caso por el Departamento competente en materia de 

patrimonio.  

d) Requiere necesariamente del ejercicio de las acciones correspondientes ante los 

órganos del orden jurisdiccional civil. 

 

87. Según establece el artículo 2 del Texto Refundido del Estatuto del Personal al 
servicio de las Administraciones Públicas de Navarra, aprobado por Decreto Foral 
Legislativo 251/1993, de 30 de agosto, queda expresamente excluido del ámbito de 
aplicación del citado Estatuto: 

a) El personal al Servicio de las Entidades Locales de Navarra. 

b) El personal adscrito al Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea. 
c) El personal docente no universitario al servicio de la Administración de la 

Comunidad Foral. 

d) El personal adscrito a los organismos públicos dependientes de la Administración 

de la Comunidad Foral o de las Entidades Locales de Navarra. 

 

88. Según prevé la disposición adicional vigésima del Texto Refundido del Estatuto del 
Personal al servicio de las Administraciones Públicas de Navarra, aprobado por 
Decreto Foral Legislativo 251/1993, de 30 de agosto, el derecho a solicitar de las 
Administraciones Públicas de Navarra el reconocimiento o liquidación de las 
obligaciones de contenido económico derivadas de la relación funcionarial o 
contractual en régimen administrativo prescribirá: 

a) En el plazo de cuatro años. 

b) En el plazo de un año. 

c) En el plazo cinco años. 

d) En el plazo de cuatro años, salvo que se trate del derecho al cobro de horas 

extraordinarias que prescribirá en un plazo de dieciocho meses contados desde la 

fecha de su realización. 



 
 

 

89. Conforme a lo dispuesto en el artículo 57 del Texto Refundido del Estatuto del 
Personal al servicio de las Administraciones Públicas de Navarra, aprobado por 
Decreto Foral Legislativo 251/1993, de 30 de agosto, el desempeño de la función 
pública será absolutamente incompatible con: 

a) La participación superior al 10 por 100 en el capital de sociedades que tengan 

conciertos de prestación de servicios, cualquiera que sea su naturaleza, con la 

Administración Pública a la que esté adscrito el funcionario, así como el trabajo, 

regular o discontinuo, retribuido o no, sujeto o no a horario, al servicio de dichas 

sociedades. 

b) El ejercicio de cualquier cargo, profesión o actividad siempre que sean retribuidos, 

bien sean públicos o privados, por cuenta propia o ajena, que impidan o 

menoscaben el estricto cumplimiento de los deberes del funcionario, comprometan 

su imparcialidad o su independencia o perjudiquen los intereses generales. 

c) El ejercicio profesional del título correspondiente al puesto de trabajo. 

d) La realización de cualquier actividad lucrativa en el sector público y en el privado, 

con excepción de la docencia en centros universitarios y de la administración del 

patrimonio personal o familiar. 

 

 

90. Conforme a lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley Foral 23/2018, de 19 de 
noviembre, de las Policías de Navarra, el personal de las Policías de Navarra podrá 
ser adscrito a unidades distintas dentro de la misma especialidad:  

a) De forma voluntaria cuando esté justificado por necesidades organizativas.  

b) De forma obligatoria cuando esté justificado por necesidades organizativas. 

c) Únicamente de forma temporal, sin que el mismo implique diferencias en los 

complementos salariales entre el nuevo destino y el anterior, cambios de localidad 

ni pérdida de escalafón, y siempre que esté justificado por necesidades 

organizativas. 

d) Únicamente en los casos en los que el personal de las Policías de Navarra acuerde 

la permuta de sus respectivos empleos. 

 

 

 

 

 

 



 
 

91. Según establece el artículo 12 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la 
Administración Local de Navarra, las cuestiones que se susciten entre municipios 
de Navarra sobre deslinde de sus términos serán resueltas por: 

a) La Administración General del Estado, previo informe de la Administración de la 

Comunidad Foral.  

b) La Administración de la Comunidad Foral, previo informe del Instituto Geográfico 

Nacional. 

c) La Administración General del Estado, previo informe de la Comisión de 

Delimitación Territorial. 

d) Una comisión compuesta por la persona titular del Departamento del Gobierno de 

Navarra competente en materia de Administración Local, las personas que ocupen 

la Alcaldía de los municipios afectados y tres Concejales/as.  

 

 

92. Según dispone el artículo 331 de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la 
Administración Local de Navarra, suscitada una cuestión de competencia entre dos 
entidades locales de Navarra, si ambas entidades se declaran competentes: 

a) Quedará suscitado el conflicto positivo de competencias que será planteado ante la 

Administración General del Estado, previo informe del Gobierno de Navarra. 

b) Quedará suscitado el conflicto positivo de competencias que será planteado para su 

resolución ante la jurisdicción contencioso administrativa.  

c) Quedará suscitado el conflicto positivo de competencias y remitirán las actuaciones 

respectivas al Gobierno de Navarra, que resolverá lo procedente en el plazo de 

quince días.   

d) Quedará suscitado el conflicto positivo de competencias que será planteado para su 

resolución al Tribunal Constitucional.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

93. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley Foral 9/1996, de 17 de 
junio, de Espacios Naturales de Navarra, las Reservas Naturales: 

a) Son espacios con ciertos valores naturales o paisajísticos que se declaran como 

tales para constituir lugares de recreo, descanso o esparcimiento al aire libre de 

modo compatible con la conservación de la naturaleza y la educación ambiental. 

b) Son aquellos lugares concretos del medio natural que, por sus valores estéticos y 

culturales, son merecedores de una protección especial. 

c) Son espacios con valores ecológicos elevados que se declaran como tales para 

conseguir la preservación y mejora de determinadas formaciones o fenómenos 

geológicos, especies, biotopos, comunidades o ecosistemas, permitiéndose la 

evolución de éstos según su propia dinámica. 

d) Son espacios de extensión reducida y de excepcional interés ecológico que se 

declaran como tales para conseguir la preservación íntegra del conjunto de los 

ecosistemas que contienen, evitándose cualquier acción que pueda entrañar 

destrucción, deterioro, transformación, perturbación o desfiguración de los mismos. 

 
94. El artículo 2 de la Ley Foral 1/2002, de 7 de marzo, de Infraestructuras Agrícolas, 

establece que las actuaciones en materia de infraestructuras agrícolas se ejercerán, 
en suelo no urbanizable, a través de los siguientes instrumentos: 

a) Realización de obras de interés general y realización de obras de interés agrícola 

privado. 

b) Creación de un fondo de tierras y constitución de explotaciones viables mediante el 

fomento de “superficies básicas de explotación”. 

c) Concentración parcelaria y expropiación de terrenos.  

d) Concentración parcelaria, transformación en regadío y modernización de regadíos 

existentes. 

 

95. Según prevé el artículo 109 del Texto Refundido de la Ley Foral de Ordenación del 
Territorio y Urbanismo, aprobado por Decreto Foral Legislativo 1/2017, de 26 de julio, 
las limitaciones que establece esta norma en el régimen de protección del suelo no 
urbanizable tienen, respecto al planeamiento, el siguiente carácter:  

a) Carácter de máximas. 

b) Carácter de mínimas y básicas. 

c) Carácter subsidiario. 

d) Carácter supletorio. 

 



 
 

 
96. A tenor de lo establecido en el artículo 49 de la Ley Foral 10/2010, de 10 de mayo, del 

derecho a la vivienda en Navarra, el Departamento competente en materia de 
vivienda puede designar como beneficiario de la vivienda obtenida en ejercicio de 
los derechos de tanteo y retracto a:  

a) Personas jurídicas sin ánimo de lucro que precisen de la vivienda para los fines 

sociales que tienen encomendados. 

b) Una sociedad instrumental o a una entidad local que precise de vivienda para fines 

sociales. 

c) Exclusivamente a las personas o unidades familiares solicitantes de vivienda 

protegida, debidamente inscritas en el censo de solicitantes de vivienda protegida, 

o solicitantes en el procedimiento de adjudicación por cambio de vivienda protegida 

inadecuada recogido en la mencionada ley foral. 

d) Una sociedad instrumental u organismo público o a una persona o unidad familiar 

solicitante de vivienda protegida, debidamente inscrita en el censo de solicitantes 

de vivienda protegida, o solicitante en el procedimiento de adjudicación por cambio 

de vivienda protegida inadecuada recogido en la mencionada ley foral. 

 

97. Según establece el artículo 5 de la Ley Foral 5/2007, de 23 de marzo, de Carreteras de 
Navarra, a los efectos de esta Ley Foral, no forman parte de la Red de Carreteras de 
Navarra:  

a) Los caminos de servicio y demás vías construidas por sus propietarios como 

elementos auxiliares o complementarios a las actividades específicas de sus 

titulares. 

b) Las carreteras convencionales clasificadas como carreteras locales. 

c) Las vías desdobladas.  

d) Las carreteras de interés general. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

98. Atendiendo a la regulación establecida en el artículo 2 de la Ley Foral 10/1990, de 23 
de noviembre, de Salud de Navarra, tienen carácter de autoridad sanitaria en el 
ejercicio de las competencias y funciones en materia de sanidad interior e higiene 
que corresponden a la Comunidad Foral, y a los efectos previstos en la Ley Orgánica 
3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en Materia de Salud Pública y Ley 
14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad: 

a) El Presidente o Presidenta de la Comunidad Foral de Navarra.  

b) El Gobierno de Navarra, el Consejero o Consejera de Salud, el Director o Directora 

General de Salud y los Alcaldes o Alcaldesas en el ámbito de sus competencias.  

c) La persona que ostente la Gerencia del Instituto de Salud Pública y Laboral de 

Navarra 

d) La persona que ostente la Gerencia del Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea. 

 

99. Según establece el artículo 3 de la Ley Foral 15/2006, de 14 de diciembre, de 
Servicios Sociales, el sistema de servicios sociales estará constituido por: 

a) Los servicios básicos de atención social municipales y los de titularidad de la 

Administración de la Comunidad Foral de Navarra.  

b) Los Servicios Sociales de Base. 
c) Las prestaciones que se incluyan en la Cartera de servicios sociales de ámbito 

general. 
d) Todas las prestaciones técnicas y económicas, planes, programas y equipos 

técnicos de titularidad pública y privada. 

 
100. Según dispone el artículo 3 de la Ley Foral 17/2001, de 12 de julio, reguladora del 

Comercio en Navarra, están excluidas del ámbito de aplicación de esta Ley Foral, 
rigiéndose por su normativa específica, las siguientes actividades realizadas en el 
ámbito territorial de la Comunidad Foral de Navarra: 

a) La venta comercial que lleven a cabo comerciantes minoristas que sean a su vez 

fabricantes. 

b) La venta comercial que lleven a cabo comerciantes minoristas que sean a su vez 

comerciantes mayoristas de artículos cuya oferta de venta realicen. 

c) La venta realizada por artesanos de sus productos en sus propios talleres, ferias y 

mercadillos sectoriales. 

d) La venta comercial de productos provenientes de la producción ecológica. 
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